TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No.1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
    
Magistrada Ponente Claudia María Arcila Ríos

    
Pereira, tres de agosto de dos mil nueve.
   
Acta No. 358 del 3 de agosto de 2009.

    
Expediente 66001-31-18-001-2009-00073-01
Procede la Sala a decidir la impugnación que interpuso la demandante frente a la sentencia  proferida por el Juzgado de Primero Penal para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira, en el proceso de tutela instaurado por la señora María Irma Osorio de Polanco contra el Departamento de Pensiones del Instituto del Seguro Social, Seccional Risaralda.

ANTECEDENTES

Narró la demandante, por intermedio de su apoderada judicial, que contrajo matrimonio con Luís Carlos Polanco, de quien dependía económicamente; el 14 de agosto de 1999 el citado señor falleció; por Resolución 001067 de 2001 el Instituto de Seguros Sociales le negó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por falta de cotizaciones durante el año anterior a su muerte, sin tener en cuenta que para el 1º de abril de 1994 tenía cincuenta y un años de edad y cotizadas al sistema 636.28 semanas, razón por la cual debe aplicarse el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo; esa decisión ha puesto a la actora en grave situación de indignidad, en razón a su  precaria situación económica, pues carece de ingresos que le permitan  sufragar los gastos que demanda su congrua subsistencia.  Transcribe jurisprudencia constitucional que considera aplicable al caso y concluye que el ISS vulneró sus derechos fundamentales al negarle la pensión.

Estima lesionados los derechos fundamentales al mínimo vital, igualdad, seguridad social y dignidad humana y solicita se ordene al Instituto de Seguros Sociales que en aplicación de los artículos 6 y 25 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, le reconozca  la pensión de sobrevivientes a partir del 14 de agosto de 1999 y la incluya en la respectiva nómina.

ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante proveído del 4 de junio último se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor.

La entidad accionada no se pronunció.

La instancia culminó con sentencia del pasado 18 de junio en la que se negó el amparo reclamado. Consideró el funcionario de primera sede que la acción de tutela no era mecanismo idóneo para el reconocimiento de la prestación económica reclamada por la actora ya que debió agotar la vía gubernativa interponiendo los recursos legales contra el acto administrativo que le negó la pensión, omisión que ahora no puede remediar por el medio excepcional de la tutela. Además, que dejó  pasar un largo período para acudir a la tutela y por tanto, no se cumple el requisito de inmediatez. Concluyó que la accionante debe acudir a los mecanismos ordinarios de defensa judicial para obtener el reconocimiento de la gracia pensional.

Inconforme con el fallo, la apoderada judicial de la demandante lo impugnó con fundamento en los mismos supuestos fácticos, normativos y jurisprudenciales que citó al formular la acción. Indica además que la intervención del juez ordinario para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que reclama no resulta eficaz debido a la duración del proceso, situación que no compensaría la urgencia manifiesta del amparo que se deriva de su incapacidad para trabajar y sufragarse por sí misma los gastos mínimos para vivienda, alimentación, vestido y salud.  Aduce que se cumplen los requisitos que la jurisprudencia ha desarrollado para que proceda la acción de tutela para el reconocimiento de prestaciones como la pensión de sobrevivientes.  Pide se revoque la sentencia de primera instancia y se conceda el amparo solicitado.
CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Uno de los principios que la caracterizan es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio, con el fin de evitar que la acción se convierta en un medio que otorgue nuevas oportunidades para controvertir actos que adquirieron firmeza, lo que atenta contra la seguridad jurídica y puede afectar derechos de terceros.

Así lo expresó la Corte Constitucional en providencia del 27 de marzo de 2009
:

“3.2.1. La Corte Constitucional ha insistido en muchos pronunciamientos sobre la importancia del presupuesto de la inmediatez como requisito de procedibilidad de la acción de tutela
.  Este dicta que la acción debe ser interpuesta dentro de un plazo razonable y oportuno con el fin de evitar que se emplee como herramienta que premia la desidia, negligencia o indiferencia de los actores o, peor aún, se convierta en un factor de inseguridad jurídica. Este atributo ha sido considerado como característica propia del mecanismo de protección reforzada de los derechos fundamentales.  

3.2.2. Sobre el particular, La Corte, en la sentencia C-543 de 1992
, expresó:

“[...] la Corte ha señalado que dos de las características esenciales de esta figura en el ordenamiento jurídico colombiano son la subsidiariedad y la inmediatez: (...) la segunda, puesto que la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza. Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a remplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales” (subrayado fuera de texto original).

En el caso concreto encuentra la demandante la lesión de los derechos  cuya protección reclama en el acto administrativo expedido por el Instituto de Seguro Social que le negó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, a la que considera tiene derecho bajo las previsiones del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 0758 del mismo año, toda vez que su cónyuge fallecido era beneficiario del régimen de transición consagrado por la Ley 100 de 1993 porque  para el 1º de abril de 1994 contaba con más de cincuenta y un años de edad. 

Aparece acreditado en el plenario que por Resolución No. 001067 del 27 de marzo de 2001, expedida por el Jefe del Departamento de Pensiones del Seguro Social, Seccional Risaralda, se negó a la demandante el reconocimiento de la prestación reclamada porque su esposo, al momento de fallecer, no cotizaba para el sistema y aunque acredita aportes durante 673 semanas, ninguna fue cotizada en el último año de vida y toda vez que el artículo 46 de la ley 100 de 1993 exige un mínimo de 26 semanas en ese lapso. En el mismo acto se le reconoció la indemnización sustitutiva de conformidad con el artículo 49 de la misma ley, equivalente a $4.357.959. (folio 29 cuaderno No. 1)
Surge de ese documento que el acto administrativo por medio del cual se negó la prestación se produjo en marzo de 2001, mientras la acción de tutela se formuló el pasado 3 de junio
, es decir que pasaron más de ocho años antes de que la actora solicitara la protección constitucional.
No actuó entonces la citada señora con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción, ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitiera deducirla.

Así las cosas, ante la ausencia del requisito que se analiza, el amparo reclamado resulta improcedente, pues si la demandante consideró afectados sus derechos fundamentales, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable. Sin embargo, como ya se indicara, esperó más de ocho años para instaurar la acción y ese pasivo comportamiento permite inferir el desinterés de su parte en lograr una tutela oportuna. 
La Sala no puede acoger los argumentos que plantea la recurrente que no hacen mención al principio echado de menos para que proceda el excepcional medio de protección invocado y porque los reducidos términos en que debe resolverse esta especial acción no justifica en este caso particular conceder el amparo, ya que de haber acudido de inmediato ante las competentes autoridades, el conflicto suscitado ya se hubiere resuelto y es que no se trata de que por la celeridad con la que debe resolverse una petición de amparo se arrase con los procedimientos previstos por el legislador para solucionar una controversia de naturaleza legal, al que tardíamente se le quiere otorgar rango constitucional.

En esas condiciones, se confirmará la sentencia impugnada.

En mérito de lo expuesto, la Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE:

1°.- Confirmar la sentencia de fecha 18 de junio de 2009, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira Pereira, en la acción de tutela que promovió la señora María Irma Osorio de Polanco contra  el Instituto de Seguros Sociales.

2°.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3°.-  Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
GONZALO FLÓREZ MORENO
� T-221 de 2009 M.P. Mauricio González Cuervo


� Cfr. Sentencia T-575/02 M.P. Rodrigo Escobar Gil.  


� M.P. José Gregorio Hernández Galindo.


� Folio 15, cuaderno No. 1
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